Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 15 y 44 minutos) 


- Las Comisiones de Defensa Nacional de la Cámara de Senadores y de la Cámara de 
Diputados, representadas en los Legisladores presentes, da la bienvenida al Director de Asuntos 
Legales de la OPAQ, doctor Santiago Oñate, quien viene acompañado por una delegación de 
compatriotas integrantes de la Comisión Interministerial para la Prohibición de Armas Químicas 
(CIPAQ). Motiva este encuentro el hecho de haberse realizado en Montevideo un Taller sobre 
Legislación Nacional para la Aplicación de la Convención sobre Prohibición de Armas Químicas en 
nuestro país. 


Así, pues, damos nuevamente la bienvenida al doctor Oñate y a todos los que le acompañan. 
Desde ya, manifestamos el interés que el Parlamento tiene por este tema y nos gustaría escuchar la 
exposición del doctor, así como también la de los compatriotas que entiendan oportuno referirse al 
tema. 


SEÑOR OÑATE.- Muchas gracias por sus palabras, señor Presidente. 


Ante todo, cúmpleme señalar la satisfacción que me produce estar reunido con los señores 
Legisladores en la tarde de hoy y hacerles llegar los saludos de todos quienes conforman la Secretaría 
Técnica de la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas (OPAQ). 


Muy brevemente, señalo que dicha Organización tiene carácter internacional y está 
constituida por más de 170 países, entre los cuales se encuentra el Uruguay. Recientemente, se 
aprobó la creación de una Convención, con dos finalidades esenciales: asegurar que las armas 
químicas existentes en el mundo sean destruidas en su totalidad y, en aras de la no proliferación, 
asegurar que las sustancias químicas susceptibles de ser utilizadas en la fabricación de armamento 
químico no sean desviadas a tales propósitos. A esos efectos, se creó una Organización cuya sede 
está en los Países Bajos -concretamente, en la ciudad de La Haya- que cuenta con una Secretaría 
Técnica, a la cual represento en este momento. 


La función principal de esta Organización es servir a los países miembros. En otras palabras, 
somos empleados de los Gobiernos que integran la Organización y estamos a su servicio. 


Paso ahora al motivo de mi presencia en Montevideo y a los trabajos realizados. Cada uno 
de los países miembros de la Organización cuenta con un punto de contacto entre ésta y el Gobierno 
del país. Este punto de contacto suele denominarse “Autoridad Nacional” o, como en el caso de la 
República Oriental del Uruguay, “Comisión Intersecretarial”, que enlaza al Poder Ejecutivo con el 
Organismo internacional. Los trabajos de la Organización comprenden recibir de cada uno de sus 
miembros declaraciones sobre lo que se hace con sustancias químicas tóxicas en ese país: en qué se 
emplean, en qué cantidades y cuál es su destino. Esas declaraciones son a su vez verificadas por 
equipos de inspección internacionalmente constituidos, que certifican que lo que el país ha manifestado 
sea lo que de hecho ocurra. Asimismo, la Organización también interviene cuando cualquiera de sus 
miembros considera que otro país está realizando conductas indebidas, es decir, conductas que 
atentan contra la paz y la seguridad por el uso de estas sustancias químicas. 


No escapará a los señores Legisladores que el tema de las armas químicas ha cobrado una 
nueva dimensión después de recientes sucesos históricos que han venido marcando los primeros años 
de este siglo y la inquietud más o menos generalizada acerca de las llamadas actividades de 
organizaciones no gubernamentales -algunas calificadas como “organizaciones terroristas”- y su 
posible uso de estas armas no químicas. 


Sin embargo, no es nada de eso lo que me ha traído a Uruguay, país pacífico, que no posee 
armamento químico, jamás ha usado armas químicas ni ha sufrido el uso de ellas en su territorio. En 
realidad, mi misión es ver cómo la autoridad uruguaya puede implementar en el territorio de la 
República Oriental del Uruguay los mandatos de la Convención. Esencialmente, la Convención pide a 


todos sus miembros que sancionen penalmente las conductas contrarias a ella y, en los Estados 
democráticos, esa tarea sólo se cumple a partir de la acción del Poder Legislativo que ustedes 
dignamente representan. 


En el día de ayer nos hemos reunido en el Ministerio de Relaciones Exteriores para trabajar 
junto con los integrantes de la Comisión Interministerial del Uruguay, quienes por años han venido 
cumpliendo estas funciones, para conocer algunos proyectos normativos en los que se viene 
trabajando a fin de dar cumplimiento a la Convención. Eventualmente, de estimarlo conveniente, el 
Poder Ejecutivo remitirá estos proyectos a la consideración de los señores Legisladores. 


En síntesis, mi función ha sido la de intercambiar puntos de vista con las autoridades del 
Uruguay en cuanto a esas posibles medidas normativas. He insistido y recalcado que, como todo acto 
legislativo, es soberano, de imperio, y sólo tendrá validez aquello que los propios Legisladores 
uruguayos decidan establecer. De todos modos, hemos podido confrontar algunas ideas, algunos 
modelos, algunas leyes existentes en otros lados, sólo a guisa de ejemplo, porque no es nuestro afán 
inventar aquello con lo que ya se cuenta. 


Este trabajo cobra importancia toda vez que los miembros de la Organización, como el 
Uruguay desde 1998, contraen la obligación de adecuar su legislación a este propósito. Estamos a casi 
diez años de eso y la reunión que tendrán los Estados que forman parte de la Organización el próximo 
mes de diciembre tiene, entre uno de los puntos de su agenda, revisar qué es lo que se ha hecho en 
los países miembros en este tema. 


El Uruguay ha venido cumpliendo sus funciones y solicitó a la Secretaría Técnica mi presencia 
para esta jornada de trabajo que, en mi humilde opinión, no podría concluir de mejor manera que con 
esta muy grata oportunidad de estar reunido con los señores Legisladores. 


Estas serían mis palabras y agradezco vuestra atención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás sería importante que nos pudiera mencionar algunas medidas 
legislativas que sería oportuno que el Uruguay adoptara de cara a la reunión que se va a realizar en 
diciembre, para que los señores Legisladores aquí presentes puedan formular luego algunas preguntas 
a usted o a los miembros de la Comisión Interparlamentaria que lo acompañan, con relación a ello. 


A su vez, nos gustaría que nos dijera con total franqueza en qué situación se encuentra el 
Uruguay en materia legislativa, con relación a otros países. 


SEÑOR OÑATE.- En primer término, la Convención impone a los países la obligación de sancionar 
penalmente a quien fabrica, diseña, importa, exporta, almacena o transfiere armas químicas. 


Las armas químicas son definidas por la Convención como aquellas sustancias químicas 
tóxicas que, por su proceso químico, pueden originar un daño a la vida de los seres vivos, humanos o 
animales, de carácter mayor. En ese sentido, la Convención contiene una lista de sustancias cuyo uso 
tiene que vigilarse. 


En la actualidad, el Uruguay no cuenta con una norma expresa en su Código Penal que 
sancione estas hipótesis a las que he aludido; existen normas que pueden acercarse a tal fin, como la 
que refiere a estragos o al uso de bombas, pero reitero que en el texto normativo de dicho Código no 
hay una alusión expresa a este tipo de armas. En buena lógica jurídica, para poder decir que esa 
conducta está penada sería necesario que los artículos correspondientes del Código Penal fuesen 
reformados y adicionados, con el fin de cumplir con esa hipótesis. Dicho trabajo ha sido conducido en 
forma diligente por miembros de la Comisión Intersecretarial. 


Allí tenemos, pues, un primer tema en el que existe un vacío. 


El segundo, que también es importante, es el relativo a la necesidad de establecer sanciones 
a quienes realizan comercio, en forma irregular, de las sustancias listadas en la Convención. 


Normalmente, esto se incorpora dentro de las normas aduaneras y estimamos que no habrá mayores 
problemas para que así suceda. 


Finalmente, existe la necesidad de que la autoridad -en este caso la Comisión 
Intersecretarial- cuente con mecanismos de acceso a la información por parte de las empresas 
privadas que hacen uso de estos sistemas. En esto el Uruguay no tiene problemas y reitero con gusto 
que es uno de los países que se ha constituido en un modelo a imitar, entre otras cosas porque tomó la 
buena decisión de integrar a la Comisión a la propia industria química -que se encuentra representada 
en el día de hoy en esta reunión- que es la que conoce y sabe lo que se viene haciendo con relación a 
estas actividades. 


En síntesis, señores Legisladores, el punto de mayor apremio es la ausencia de una norma 
penal o de un conjunto de normas penales expresas. 


En la segunda parte de su intervención, el señor Presidente preguntaba qué ocurre con esta 
norma en otros lugares. 


De manera genérica, puedo informar que de los 178 países que forman la Organización, un 
50% ya tiene normas penales como las referidas, pero sólo el 40% cuenta con la totalidad de la 
normativa, que incluye las aduaneras, las vinculadas a la forma de recabar y transmitir la información, 
etcétera. Insisto en que el Uruguay ya tiene un camino recorrido en estos aspectos. 


Si buscamos un ejemplo más cercano, en el espectro latinoamericano podemos decir que 
casi todos los países son miembros de la Organización, con excepción de República Dominicana -que 
está por acceder a la ella- Bahamas y Barbados. Del resto, seis países cuentan con una legislación 
completa: Brasil, Cuba, Costa Rica, Colombia, y dos islas del Caribe, que son Santa Lucía y San 
Cristóbal y las Granadinas. Avances muy importante representarán países como Argentina, Perú y 
México, que han concluido sus proyectos normativos y ya los han presentados o serán presentados 
próximamente a sus respectivos Congresos. En los casos del Perú y México, se decidió esperar a que 
concluyeran los procesos electorales para que el nuevo Poder Legislativo los analice; en lo que tiene 
que ver con la Argentina, los proyectos recibieron aprobación por parte de la Cámara de 
Representantes y ahora están a consideración del Senado de la República, más precisamente en su 
Comisión de Defensa -al igual que lo están haciendo aquí- que está analizando el proyecto y ha 
manifestado que piensa aprobarlo para fines de noviembre o principios de diciembre, siempre teniendo 
en cuenta los calendarios legislativos, sobre los que es ocioso decir algo frente a los señores 
Legisladores, puesto que conocen el tema en detalle. 


SEÑOR ROSADILLA.- Agradezco la presencia y la información que nos ha brindado la delegación que 
nos acompaña en el día de hoy. 


Quisiera formular tres preguntas: en primer lugar, cuáles son los países que ejercen 
influencia desde el punto de vista económico, social y político a nivel mundial y no son signatarios de 
esta norma; en segundo término, me gustaría tener un panorama de los últimos diez años acerca de 
cuáles son las infracciones a esta normativa que la Organización ha comprobado fehacientemente, y 
por último, en caso de que hubiera violación de las normas por parte de países miembros, quisiera 
conocer las sanciones de las que han sido objeto y de qué forma se llevaron a cabo. 


SEÑOR OÑATE.- En cuanto a la primera pregunta del señor Legislador, quiero señalar lo siguiente. La 
Organización cuenta con una membresía de 178 países. Según entendí, el señor Legislador quiere 
saber qué países relevantes desde el punto de vista económico, social y político o en otro sentido, no 
son miembros de ella. Me referiré a los países más influyentes poseedores de armas químicas que no 
son miembros de la Organización. Corea del Norte e Israel son países respecto a los cuales existe 
información de que poseen armas químicas y ninguno de los dos es miembro. Siria tampoco lo es y 
hay versiones de que puede o no tener armas químicas. También están en este grupo Egipto y Líbano, 
por lo que por un lado tenemos a Corea del Norte en Asia y este grupo de países en Medio Oriente. En 
África tenemos dos países en donde es extremadamente dudoso que existan armas químicas, que son 
Angola y Somalia. Estamos hablando de uno de reciente conflicto y de otro de conflicto un poco más 
añejo, en los que no existe plena estabilidad. En Asia mencionamos a Corea del Norte y a Myanmar, 
que no es un país en el que sea previsible o probable la existencia de armas químicas. Finalmente 


tenemos a Irak, que está negociando su entrada a la Organización, y todos conocemos las distintas 
versiones que existen sobre el tema de posesión de armas de destrucción masiva. 


En cuanto a la pregunta acerca de qué países importantes que posean armas químicas están 
en la Organización y las están destruyendo, señalo lo siguiente. Entre ellos están los grandes 
poseedores como los Estados Unidos de Norteamérica, la Federación Rusa, Corea del Sur e India, que 
se encuentran en esa situación. Asimismo, por el hecho de estar siempre en estos debates en torno de 
armas de destrucción masiva, sobre todo en los medios de comunicación, quiero mencionar a Irán, que 
es miembro de la Organización y no las posee. Es el último país que sufrió en su territorio y en su 
población el uso de armas químicas en la ofensiva por parte de Irak, en la década de los noventa. 


Ante la pregunta del señor Legislador en cuanto a las infracciones por el uso de armas 
químicas que haya podido constatar la Organización en sus diez años de existencia, podíamos decir 
que no ha habido ninguna. En la década de existencia de esta Organización no se registra el empleo 
de armas químicas en la forma en que vienen definidas por la Convención sobre Armas Químicas. 


La Organización ha venido comprobando, a partir de varias decenas de miles de inspecciones 
a las empresas químicas existentes en el mundo, la regularidad en el uso de sus productos y también 
ha venido verificando la regularidad en la destrucción de armas químicas por parte de sus poseedores. 


¿Qué se registra en los últimos diez años? Si se me obliga a ser más preciso, debo hablar de 
los últimos cuatro años y señalar que se registran en numerosos países, tan variados como pueden ser 
Jordania, México, Japón, Reino Unido, España y Holanda -por mencionar a los más relevantes- actos 
delictivos concretos, de individuos en procesos de preparar sustancias químicas susceptibles de poder 
ser utilizadas en contra de las personas y en acciones que podemos catalogar como no estatales. 


En síntesis, en los últimos diez años ningún gobierno ha decidido fabricar o emplear armas 
químicas. Lo que tenemos en el pasado más reciente son intentos por parte de particulares de llegar a 
fabricar algunas sustancias de esta clase. El último incidente que marca el uso concreto y demostrado 
de estos elementos -por parte de una determinada secta- fue en el servicio metropolitano subterráneo 
de la ciudad de Tokio, Japón, con el gas Sarín. 


La última pregunta que el señor representante ha tenido la gentileza de formularme es la 
relativa a las violaciones a la Convención y sus posibles sanciones. Con respecto a este tema, 
debemos hacer una distinción: las violaciones cometidas por los Estados miembros de la Organización 
son materia del proceso de sanción típico del Derecho Internacional. Entonces, la primera etapa es un 
proceso de consultas ante el Organismo del que se es parte, a raíz de que un Estado denuncia a otro 
por haber realizado un acto contrario a la Convención. Por tanto, se tienen consultas que buscan 
resolver el diferendo. De no prosperar esta instancia, se recurre a los mecanismos pacíficos de 
solución de controversias tales como la mediación, la conciliación o el arbitraje. Finalmente, en caso de 
no prosperar ninguno de estos caminos, como en la enorme mayoría de los Tratados, llegamos a 
desembocar en el reporte al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de actos cometidos por un 
Estado que ponen en riesgo la estabilidad y la paz consagrados en la Carta de las Naciones Unidas. 
En consecuencia, sería el Consejo de Seguridad el que tomaría las medidas. La Organización para la 
Prohibición de las Armas Químicas no cuenta con sistemas diversos de sanción a los existentes en el 
régimen de las Naciones Unidas. 


Espero haber satisfecho las preguntas formuladas por el señor representante. 
SEÑOR ROSADILLA.- Así es. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya que se encuentran presentes integrantes de la Comisión Interministerial, 
sería bueno que se nos rindiera cuentas sobre el grado de avance a nivel de nuestro país y en el 
ámbito del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR WINS.- Queremos agradecer que nos hayan recibido en la tarde de hoy ya que es muy 
importante la interacción entre todos los participantes en este proceso. 


Me voy a permitir señalar que la Comisión Interministerial, que funciona en el ámbito de la 
Cancillería -quien la preside- está integrada por delegados de los Ministerios de Economía y Finanzas, 
de Industria, Energía y Minería, de Defensa Nacional, de la Dirección Nacional de Aduanas y de la 
industria química del Uruguay. 


Desde la aprobación por ley de la Convención de la Organización para la Prohibición de las 
Armas Químicas, la Comisión trabaja regularmente a nivel del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
manteniendo reuniones cada dos semanas. Su objetivo es dar cumplimiento a las obligaciones que 
nuestro país asumió con la Convención. La primera de ellas refería a la creación de esta Comisión 
Interministerial que funciona bajo la Presidencia de la Cancillería, la cual, en el marco regular de 
trabajo, atiende determinados requerimientos como, por ejemplo, presentar anualmente las listas de 
declaraciones de comercio, producción, importación o exportación de productos químicos. 


También es importante señalar que la OPAQ ha dado un especial apoyo a nuestro país en 
materia de cursos de capacitación en el exterior a distintos ingenieros, estudiantes, oficiales militares y 
bomberos. En este momento estamos trabajando en un proyecto de fortalecimiento de la capacidad de 
la autoridad nacional, con el objetivo de completar las obligaciones establecidas en la Convención en 
materia legal. 


Luego de lo que explicó el doctor Oñate, me permitiría señalar que el Uruguay ha cumplido en 
un 90% con dichas obligaciones. Asimismo, la Comisión Interministerial se ha fijado como objetivo para 
este año presentar un anteproyecto de ley a fin de dar cumplimiento al cien por ciento de esas 
obligaciones. De esta forma se establecerán sanciones administrativas y penales para los casos ya 
explicados por el doctor Oñate. A los efectos de llevar adelante esta iniciativa, solicitamos la asistencia 
técnica de la OPAQ y es en ese sentido que contamos con la distinguida presencia del doctor Oñate en 
este seminario - taller que realizamos. Incluso, deseo destacar que la Comisión trabajará en función de 
las conclusiones de ese seminario para, repito, elaborar un anteproyecto de ley. 


Al respecto, entendemos que, oportunamente, será muy importante que volvamos a reunirnos 
con los Legisladores a los efectos de dar cumplimiento a estas obligaciones en el menor plazo posible. 
De esa forma, el Uruguay estará en condiciones de informar que ha cumplido con el cien por ciento de 
las obligaciones asumidas con esta Convención en la reunión anual que se celebrará en diciembre. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la presencia del doctor Oñate, a quien decimos que está 
en su Casa. Del mismo modo, valoramos la asistencia de los miembros de la Comisión Interministerial 
para la Prohibición de Armas Químicas. 


Finalmente, vamos a solicitar que se reparta la versión taquigráfica a todos los miembros de 
las Comisiones de Defensa Nacional de la Cámara de Representantes y del Senado que, por 
encontrarse en el interior de la República, no pudieron asistir en la tarde de hoy. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 13 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


